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Nota introductoria 

 
 
 

 

Toda gran idea que marca un antes y un después en la historia del pensamiento humano comienza con un 

boceto, una hoja de papel con trazos, líneas o palabras; con un momento de observación o un destello 

que golpea el cerebro en forma tal que no puede quedarse dentro de la pequeña cabeza de un ser 

humano, sino que requiere trasladarse al mundo de la concreción, por muy burda que inicie. Los grandes 

proyectos que marcan a la humanidad comienzan muchas veces siendo un hato de ideas que rayan en la 

locura o lo imposible, hasta que son compartidas y desarrolladas, pasando de la utopía a la necesidad, y 

luego a la aceptación e implementación. 

 

La propuesta que acá presentamos comenzó a tener forma durante la realización del encuentro 

internacional “Urban Thinkers Campus: Rumbo Legal hacia Hábitat III”, iniciativa de CJUR Internacional, 

en el marco de la Campaña Urbana Mundial-ONU Habitat, celebrado en el año 2015, en el Senado de la 

República Mexicana. Y consiste no en la reforma o creación de nuevos marcos legales urbanos, sino una 

nueva forma de concebir, pensar, construir y argumentar el Derecho Urbanístico, a partir de un enfoque 

constructivista y argumentativo, sustentado en las emociones, problemas y sueños de las personas, 

desarrollado en tres ejes: Derechos Humanos, Visión Integral y Justicia Urbana. Este gran proyecto 

pretende sentar las bases de un nuevo Derecho Urbanístico Mundial, comenzando por la expedición de un 

Acuerdo Urbanístico Latinoamericano Vinculante, que fije los principios mandatorios del urbanismo jurídico 

continental. Convencidos de que Latinoamérica, por ser un Continente con historia, derecho, población, 

urbanismo, lenguaje, problemas y sentimientos comunes, puede constituir el detonante de un nuevo 

paradigma legal urbano mundial, en el marco de la Nueva Agenda Urbana, el punto 11 de los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas y el Plan de Acción Regional para Latinoamérica impulsado por 

MINURVI, CEPAL y ONU Habitat. 

 

El trabajo que se presenta al ser un proyecto totalmente innovador se plantea en grandes ideas centrales 

que ya se encuentran en proceso de desarrollo conforme la necesidad de contar con principios urbanos 

legales comunes para Latinoamérica va tomando forma. En conjunto dichos trabajos constituirán un 

Summae de Derecho Urbanístico Latinoamericano o mejor denominado Corpus Iuris Urbanae Americae 

Latinae, parafraseando a los grandes juristas romanos, cuya Iurisprudentia ha dado forma a los sistemas 

jurídicos en América. 

 

En suma, crear un primer Acuerdo Urbanístico Vinculante lo haría el primero en la historia con dicho 

carácter, originado en Latinoamérica y con posibilidad de exportarse a los otros continentes. 

Parafraseando a Norberto Bobbio, urbanismo, política, derechos, justiciay derecho son caras de la misma 

moneda, que es necesario con una visión integral abordar como un solo fenómeno.  
Para realmente lograr una implementación legal de la Nueva Agenda Urbana no se requiere un cambio de 

leyes o reglas, sino un cambio mental: la creación de un nuevo paradigma legal urbano. 
 

Pablo Aguilar González  
Ciudad de México. Julio 2018 



 
 
 
 
 
 

POR UN ACUERDO VINCULANTE 

EN MATERIA URBANÍSTICA PARA LATINOAMÉRICA 
 

· LA INICIATIVA 

 
 

 

Con fecha 17 al 20 de noviembre de 2015, se celebró en la Ciudad de México el “Urban Thinkers 

Campus: Rumbo Legal Hacia Hábitat III”, convocado por el Colegio de Jurisprudencia Urbanística CNJUR 

Internacional, el Programa de Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos ONU Habitat México, la 

Campaña Urbana Mundial de ONU Habitat y el Senado de la República Mexicana. Este evento reunió a 

expertos en materia de urbanismo y derecho de 23 países, de los cinco continentes. El objetivo central del 

Urban Thinkers Campus México fue el discutir y proponer el marco legal para el ejercicio de los Derechos 

en las Ciudades del Mundo, así como los principios y bases normativas para construir e implementar la. la 

Nueva Agenda Urbana que se discutiría en la Conferencia Internacional Habitat III en octubre de 2016 en 

Quito, Ecuador, acorde con los nuevos Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030 aprobados por la 

Asamblea General de Socios (GAP) de las Naciones Unidas en Nueva York. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

El Urban Thinkers Campus México 2015, promovido por ONU Habitat y CJUR Internacional fue el primer y 

único evento de la Campaña Urbana Mundial donde el tema central fue el marco jurídico como eje de la 

discusión. Una de las conclusiones centrales de dicho evento fue la necesidad de implementar un 

Acuerdo Regional que contenga los principios legales que den origen a un Derecho Urbanístico 

Latinoamericano. 

 
 
 
 
 
 

 

Durante la celebración de la Reunión 

Regional de América Latina y el Caribe 

denominada Habitat Latinoamericano, en 

la Ciudad de Toluca, México, del 18 al 20 

de abril de 2016, CJUR Internacional, con 

diversas autoridades locales y 

subnacionales de latinoamérica y 

Organizaciones no Gubernamentales 

solicitaron a la Comisión Económica para 

América Latina y el CARIBE CEPAL, 

como entidad regional, diera inicio a un 

proceso regional para la expedición de un 

Acuerdo Vinculante en materia urbanística 

para latinoamérica, en implementación de 

la Conferencia  
Habitat III, como un hecho histórico, considerando que sería el primer instrumento legal en materia 

urbanística en el mundo, centrado en el Derecho a la Ciudad y los Derechos Humanos. 

 
CEPAL, por conducto de la Secretaria General de dicha Entidad, en respuesta a dichas solicitudes, dio 

inicio a un proceso regional de reflexión, análisis, discusión y seguimiento sobre la necesidad de contar 

con principios jurídicos comunes en materia urbanística para Latinoamérica. 

 

El proceso del que hablamos forma parte de los diferentes actividades que 

CJUR Internacional realiza en varias partes del mundo dentro de la Campaña 

Urbana I’m a City Changer y My City My Choice, promovida por ONU Habitat, 

para la implementación de la Conferencia Habitat III, con un fin específico: 

promover la importancia del marco legal latinoamericano en materia urbanística, 

y fortalecer los contenidos de la Nueva Agenda Urbana, así como los principios 

“The City We Need” promovidos por la Campaña Urbana Mundial. 

 

Durante las diferentes sesiones del proceso preparatorio de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 

Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible Hábitat III CJUR internacional, Lead Partner de la World Urban 

Campaign del Programa ONU Habitat, conjuntamente con ONU-CEPAL realizaron una propuesta 

estratégica focalizada en los siguientes puntos: 

 

a) La implementación legal de la Nueva Agenda Urbana.  
b) Los Derechos Urbanos Fundamentales en las ciudades y centros de población urbanos y 

rurales. 

c) La aprobación de un Acuerdo Urbanístico Vinculante para Latinoamérica centrado en los 

derechos urbanos y la importancia de la Ley. 

d) La innovación en temas urbanos abordados por la Conferencia Hábitat III.  
e) El desarrollo y protección de los Derechos Fundamentales de niñas, niños, personas con 

discapacidad y grupos vulnerabilizados, mediante la educación y consciencia. 

f) El desarrollo de programas y legislaciones urbanísticas de avanzada, con los sustentos 

de la Nueva Agenda Urbana. 



 
 
 
 
 

 

Con el foco sobre los temas antes señalados diversas oficinas de ONU Habitat, la División de Desarrollo 

Sostenible y Asentamientos Humanos de la CEPAL y CJUR Internacional realizaron conjuntamente 

diversas actividades durante las sesiones preparatorias de la Conferencia Habitat III (Nairobi, Kenya, 

Praga, República Checa, Toluca, México y Surabaya, Indonesia) y convocaron a diferentes eventos 

durante la propia Conferencia Habitat III, en Quito Ecuador. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

El 20 de octubre de 2016, durante el mensaje representando al sector de la Abogacía, el Presidente de 

CJUR Internacional, manifestó ante los representantes de los Gobiernos Nacionales reunidos en la 

Conferencia Habitat III: 

 

“Ciudadanos Representantes de las Naciones Unidas.  
La Declaración de Quito ha sido aprobada. Sin embargo, al no tener carácter jurídicamente vinculante 

debemos enfrentar el hecho de que la legislación vigente en las naciones no está preparada para 

implementar los principios y la visión que propone la Nueva Agenda Urbana.  
Particularmente en Latinoamérica la legislación carece de visión integral del territorio, se funda en un 

sistema de planeación parcial, y especialmente los sistemas jurídicos NO garantizan ni desarrollan los 

derechos humanos que integran el Derecho a la Ciudad. 

 

El Colegio de Jurisprudencia Urbanística, CNJUR Internacional, en conjunto con múltiples actores de la 

sociedad y gobiernos locales ha lanzado una Cruzada Legal que pretende desarrollar un Acuerdo 

Latinoamericano Vinculante basado en los principios de la Nueva Agenda Urbana, fundado en un nuevo 

Constitucionalismo Urbanístico Garantista, sustentado en el Reconocimiento, Protección, Desarrollo y 

Equilibrio de los Derechos Humanos que integran el Derecho al Hábitat; la creación de un nuevo sistema 

legal de planeación y diseño integral del territorio, equilibrador de los derechos humanos en el espacio, la 

creación de licencias y herramientas integrales de gestión del territorio, el reconocimiento de zonas de 

conurbación binacionales e internacionales y la creación de un verdadero sistema de justicia urbana que 

entienda los sentimientos y problemas de las personas. 

 
 
 
 
 
 

 

Amigos gobernantes: Para implementar los principios que propone la nueva Agenda Urbana se requiere 

no un cambio legislativo, sino un cambio mental para abrirnos a un nuevo Derecho que enfrente un 

colapso inminente de los ecosistemas humanos. 

 

En suma, transformar el urbanismo actual centrado en los bienes, la economía, la propiedad y la ciudad, 

en un urbanismo con el enfoque centrado en la Persona Humana y su felicidad. “ 

 

En suma, transformar el urbanismo actual centrado en los bienes, 

la economía, la propiedad y la ciudad, en un urbanismo con el 

enfoque centrado en la Persona Humana y su felicidad. “ 

 

 

Posteriormente a la citada Conferencia Habitat III, ONU Habitat y CEPAL, diseñaron -con la participación 

consultiva de CJUR internacional- el Plan de Acción Regional de América Latina y el Caribe sobre las 

Ciudades y los Asentamientos Humanos 2016-2036 (PAR); documento que es un plan para los gobiernos 

de Latinoamérica y el Caribe, creado conjuntamente por miembros de la sociedad civil, el sector privado y 

por los gobiernos en todos sus niveles. En él se exponen las prioridades políticas y las acciones que se 

adoptarán en la implementación regional de los compromisos internacionales expresados en la Nueva 

Agenda Urbana, adoptada en Hábitat III. El PAR define lineamientos para desarrollar herramientas e 

instrumentos claves en la implementación de la Nueva Agenda Urbana para Latinoamérica y el Caribe. 

Esto es: el PAR constituye el mecanismo para concretar los temas de la Nueva Agenda Urbana a nivel de 

cada Nación Latinoamericana y del Caribe. 

 

En este contexto, CJUR internacional ha introducido en el debate con CEPAL y ONU Habitat, en las 

diversas sesiones de trabajo para la Conformación del Plan de Acción Regional PAR las temáticas antes 

descritas, destacando entre ellas la necesidad de contar con un Acuerdo Vinculante (obligatorio) para 

Latinoamérica derivado de Habitat III, centrado en un urbanismo jurídico que garantice derechos 

humanos, una visión integral e interdisciplinar del urbanismo y la Justicia Urbana. En este documento 

compartimos las ideas centrales de este proyecto de trascendencia mundial. 



 
 
 
 
 
 

NUEVO PARADIGMA DEL DERECHO URBANÍSTICO 

POR UN ACUERDO VINCULANTE EN MATERIA 

URBANÍSTICA PARA LATINOAMÉRICA 
 

· ¿QUÉ SUCEDE? 
 

Desorden normativo y falta de sistema 

 
 
 
 

 

Dentro de los diversos eventos, congresos, Conferencias Internacionales y Urban Thinkers Campus 

convocados por CJUR Internacional en el marco de la Campaña Urbana Mundial ONU Habitat se han 

recogido diversos planteamientos relacionados con las problemáticas jurídicas existentes en materia 

urbanística en Latinoamérica, destacando recurrentemente entre ellas las siguientes: 

 

• Normatividad jurídica fundada originariamente en Soft Law: Mucha política y políticas, poco derecho. 

 

• Casi nula constitucionalización del urbanismo en las naciones latinoamericanas.  
• Disparidad de normas urbanísticas aisladas:  
• Algunas de principios y declaraciones sin concreción (Reconocen derechos pero no los desarrollan).  
• Otras de planeación preponderante pero no de gestión urbana.  
• Muchas de regulación inmobiliaria o aprovechamiento urbano pero sin principios (sólo regulan el 

derecho a edificar). 

• Multiplicidad de conceptos sin sistematización.  
• Confusión y contradicción normativa de autoridades, con los consiguientes conflictos competenciales. 

 

• Nuevos fenómenos territoriales sin respuesta constitucional, como en el caso de las metrópolis.  
• Multiplicidad de ordenamientos de diferente naturaleza.  
• Obesidad normativa.  
• Normativización técnica excesiva  
• Superposición de órdenes normativos/capas en el territorio: Ambiental, Cambio Climático, Cultural, 

Turístico, de Inversión y comercio, Economía, Propiedad y posesión, Rural-Agrario, Urbanística, 

Catastral, Registral. 

• Problemas urbanos que requieren la intervención simultánea de diversas capas-ordenes jurídicos y 

competencias. 

• Derechos Humanos reconocidos (en forma genérica) pero sin mecanismos legales efectivos para 

garantizarlos. 

• La ciudadanía no cuenta con marco legal para ser co-creadora de las normas urbanas.  
• Los actores sociales en general no son creadores de las decisiones urbanísticas de gobierno, ya que 

éstas se consideran un monopolio que detenta en exclusividad la autoridad. 

 
 
 
 
 
 

 

• La gente no entiende ni conoce la legislación ni los instrumentos de planeación y esto lleva 

automáticamente a que las decisiones claves queden en la esfera de especialistas siempre con 

intereses sectoriales. 

• Legislación que no reconoce -o lo hace insuficientemente - sistemas electrónicos de planeación o 

gestión urbana. 

• Rigidez en la interpretación de la Ley o demasiada flexibilidad-arbitrariedad.  
• Fenómenos urbanos más rápidos que la visión de la Ley (obsolescencia normativa).  
• Ausencia de Instituciones Judiciales para garantizar derechos o deficiencias en la impartición de 

justicia urbana. 

• Mínima posibilidad de acceso efectivo a la justicia, pocos tribunales especializados.  
• Largos procesos jurisdiccionales.  
• Sentencias que no se ejecutan efectivamente.  
• Multiplicidad de trámites y requisitos para procesos inmobiliarios de gestión urbana.  
• “Copy paste” de legislaciones y normatividad.  
• Falta de profesionales juridico técnicos conocedores del Derecho Urbanístico.  
• Nula evaluación de la efectividad y cumplimiento de legislaciones urbanas.  
• Ignorancia en el conocimiento y aplicación de la Ley.  
• Insuficiencia de las instituciones para resolver problemas urbanos.  
• Desconfianza de los ciudadanos respecto de la Ley, Políticas, proyectos, actos y Programas Urbanos.  
• La planificación legal urbana es obsoleta y sectorial: No considera todas las capas que inciden en el 

territorio. 

• La planeación legal es obsoleta e ineficaz porque no establece mediciones de cumplimiento y 

evaluación en función de la satisfacción de intereses colectivos y los derechos humanos. Queda a 

criterio político de cumplimiento. 

• La planeación urbana que tenemos es abstracta, generalmente unidimensional, no concreta realmente 

las regulaciones en el territorio ni desarrolla medidas de protección de los derechos humanos. 

 
• AusenciadeLeyo“legalidad”conLentitud,obesidad,multiplicidad,rigidez,arbitrariedad,contradicción, 

ilegitimidad, ignorancia: corrupción, violación, falta de aplicación normativa. 



 
 
 
 
 

 

¿CÓMO SE HA CREADO EL DERECHO  

URBANÍSTICO EN LATINOAMÉRICA? 

 

En algunos países se encuentra desarrollada razonablemente la legislación y reglamentación urbana 

nacional, como en Ecuador, Brasil y México. Sin embargo en otros no existe legislación urbanística 

nacional, dejándose al arbitrio de las legislaturas o poderes locales la creación de normativas que 

obedecen a criterios competenciales distintos e intereses que privilegian la propiedad privada frente al 

interés público. En otros países el marco legal es obsoleto o insuficiente al regular hipótesis superadas 

por la realidad del crecimiento o los problemas urbanos y basarse en modelos utópicos de escritorio que 

poco responden a los problemas que se pretenden resolver mediante la legislación. El marco legal en 

muchos casos resulta ineficaz y contradictorio con otros niveles o capas de regulación, como la de cambio 

climático, ambiental, rural, civil, de catastración o de riesgos, por mencionar algunos. Al no existir 

principios internacionales uniformes en materia jurídica las competencias urbanas son dejadas a la 

discrecionalidad y definición por los Jueces y magistrados, generando que el urbanismo sea un juego de 

interpretación asequible a unos pocos expertos. 

 

Asimismo, la legislación urbanística no reconoce, desarrolla, garantiza ni protege ampliamente los 

derechos humanos en las ciudades y centros de población urbanos y rurales. El marco legal urbanístico 

con que contamos no otorga a los ciudadanos las herramientas e instrumentos legales para hacer valer 

sus derechos en la ciudad. Aunque algunas legislaciones en el mundo reconocen primariamente el 

derecho al hábitat o el derecho a la ciudad (ejemplo: La Constitución Nacional y el Estatuto de la Ciudad 

en Brasil, las Constituciones Políticas de Ecuador y Bolivia, la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 

Uso y Gestión del Suelo en Ecuador o la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano en México), su nivel de desarrollo es muy pobre aún, y no garantiza el 

ejercicio de los derechos humanos en las ciudades y centros de población, ni establece regulaciones para 

prevenir su violación en la ciudad. En todo caso, los ciudadanos tienen que acudir a los tribunales 

judiciales, los cuales se están ostentando como los nuevos creadores del urbanismo. 

 

Como se ha dicho el Derecho Urbanístico en Latinoamérica se ha desarrollado a través de algunas leyes 

nacionales que intentan vincularse con el Soft Law (Declaraciones de Hábitat I, II y III). Y por otro lado 

creando principios y compromisos de Soft Law que se pretenden políticamente desarrollar en las 

naciones, a voluntad y tiempo propio de los gobiernos, por no ser instrumentos del Hard Law.  
Esto ha generado que no haya principios legales comunes en materia urbana a nivel continental. Y se 

utilizan (o copian) modelos legales de países “exitosos” y se va generando legislación urbana.  
Otro aspecto a destacar es que se siguen haciendo leyes, reglamentaciones y planes con el estilo, técnica 

y estructura originadas en la Conferencia Habitat I - Vancouver 1976 (o antes inclusive). 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

COMPLEJIDAD DE LA NUEVA AGENDA URBANA 

 

Del 17 al 20 de octubre del presente año se celebró en la Ciudad de Quito, Ecuador, la Tercera 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible (Hábitat III), con el fin 

de discutir, tomar resoluciones y establecer compromisos hacia una agenda urbana sostenible a nivel 

global. En la resolución 66/207 y en línea con un ciclo bi-decenal (1976 Hábitat I, 1996 Hábitat II y 2016), 

se decidió convocar la Conferencia Hábitat III. Mediante Resolución A/RES/69/226, de diciembre del 2014. 

 

 

Esta Conferencia constituyó el evento más importante de las Naciones Unidas en materia de desarrollo 

urbano, ya que tuvo como objetivo asegurar el compromiso político mundial por el desarrollo urbano 

sostenible, e identificar los nuevos desafíos urbanos para el establecimiento y generación de una Nueva 

Agenda Urbana para el siglo XXI. 

 

Hábitat III es –aparte de la Cumbre sobre Cambio Climático COP21 – la primera cumbre mundial de las 

Naciones Unidas después de la adopción de la Agenda de Desarrollo Post-2015, la cual ofrecerá una 

oportunidad única para discutir el importante reto de planificar y gestionar las ciudades, pueblos y aldeas 

del mundo, con el fin de cumplir con su papel como motores del desarrollo sostenible, en un planeta cada 

vez más urbanizado. 

 

La Conferencia Hábitat III estuvo abierta a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, invitando 

además a dichos Estados para facilitar procesos que permitieran la participación amplia de las partes 

interesadas, incluidas las autoridades locales y sus asociaciones, en el desarrollo, revisión y aplicación de 

las políticas urbanas nacionales, en su caso, como medio para la implementación de Hábitat III. El Colegio 

de Jurisprudencia Urbanística CJUR Internacional, Organización de la Sociedad Civil especializada en 

Legislación Urbanística y el enfoque de Derechos Humanos en las Ciudades y Centros de Población, 

participó activamente en los procesos previos y en la Conferencia misma, aportando a la misma la visión e 

importancia que representa en el urbanismo y la gestión del territorio el conocimiento, interpretación y 

aplicación de los marcos legales, como herramienta fundamental para la implementación del documento 

denominado “Nueva Agenda Urbana”, resultante de la Declaración de Quito, aprobada el 20 de octubre de 

2016, en el pleno de la Asamblea de Naciones reunidas en Habitat III. 



 
 
 
 
 

 

DERECHOS HUMANOS Y DERECHO A LA CIUDAD 

 

Las ciudades que tenemos están muy lejos de ser lugares de justicia. Las ciudades que vivimos son la 

expresión evidente de desigualdad, violación de derechos humanos y violencia, en las que la ganancia y 

los beneficios económicos están por encima de la dignidad humana, el buen vivir y las necesidades de las 

personas y de la naturaleza. 

 

La Conferencia Habitat III planteó el desafío de pensar la Ciudad desde la Cultura de los Derechos 

Humanos, particularmente en Latinoamérica. En efecto, en la Declaración de Quito, resultante de la citada 

Conferencia, se contiene la Nueva Agenda Urbana, que entre uno de sus aspectos esenciales establece: 

 

 

“12. Buscamos lograr ciudades y asentamientos humanos en donde todas las personas puedan disfrutar 

de iguales derechos y oportunidades, así como de sus libertades fundamentales, guiados por los 

propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, incluyendo el pleno respeto al derecho 

internacional. En este aspecto, la Nueva Agenda Urbana está basada en la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos, la Declaración del Milenio y los Resultados de 

la Cumbre Mundial del 2005. Se nutre de otros instrumentos tales como la Declaración del Derecho al 

Desarrollo.” 

 

La Nueva Agenda Urbana asimismo, establece en su apartado relativo a “Nuestra visión compartida”: 

 

“Nuestra visión compartida  
11. Compartimos una visión de ciudades para todos, que se refieren al uso equitativo y al disfrute de las 

ciudades y asentamientos humanos, buscando promover la inclusividad y asegurando que todos sus 

habitantes, de las generaciones presentes y futuras, sin discriminación de ningún tipo puedan habitar y 

producir ciudades y asentamientos humanos justos, seguros, saludables, accesibles, económicos, 

resilientes y sostenibles, para promover la prosperidad y la calidad de vida para todos. Tomamos nota de 

los esfuerzos de algunos gobiernos nacionales y locales para adoptar esta visión referida como el 

Derecho a la Ciudad, en su normatividad, en sus declaraciones políticas y estatutos.” 

 
 
 
 
 
 

 

EL PROBLEMA 
 

 

Los contenidos de la Declaración de Quito y la Nueva Agenda Urbana no constituyen documentos 

vinculantes para los países suscriptores. Forman parte del llamado soft law, que podemos conceptualizar 

–siguiendo la doctrina judicial mexicana- como aquellos “principios y prácticas del derecho internacional 

de carácter no vinculante previstos en instrumentos, declaraciones, proclamas, normas uniformes, 

directrices y recomendaciones aceptados por la mayoría de los Estados”. 

 

Adicionalmente a lo expresado, en el texto de la Nueva Agenda Urbana no existe referencia a las palabras 

“Justicia, Jueces o magistrados”. La única referencia que se acerca en el documento aprobado se 

contiene precisamente en el punto 11 antes descrito, cuando habla del Derecho a la Ciudad, 

particularmente “…asegurando que todos sus habitantes, de las generaciones presentes y futuras, sin 

discriminación de ningún tipo puedan habitar y producir ciudades y asentamientos humanos justos”. Fuera 

de esta referencia a la Justicia, la Nueva Agenda Urbana no contiene ninguna mención a la justicia o los 

impartidores de justicia. 

 

Esta situación la consideramos grave, ya que no obstante que existen en el mundo, y particularmente en 

Latinoamérica sistemas de derechos humanos anclados en el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos, existe una lucha evidente por su concreción efectiva en las ciudades, centros de población y 

asentamientos humanos. Las legislaciones urbanísticas no desarrollan ni concretizan los mecanismos 

para la protección de los derechos humanos, tampoco establecen regulaciones que prevengan violaciones 

a dichos derechos, o precisen mecanismos claros para la reparación integral de los daños causados a 

derechos individuales o colectivos en los centros urbanos y rurales de población. 

 

La Declaración de Quito, al ser un instrumento netamente político de soft law, deja al criterio de las 

autoridades de los Poderes Ejecutivo y Legislativo en cada nación –particularmente en latinoamérica-la 

aplicación de los principios y contenidos de la Nueva Agenda Urbana, sin existir garantía efectiva de 

cumplimiento. Así, al no existir la obligatoriedad internacional respecto del reconocimiento y sobre todo 

garantía de los Derechos Humanos en materia urbana, se diluyen totalmente sus contenidos al arbitrio de 

las autoridades nacionales, regionales y locales quienes usan el concepto de los Derechos Humanos con 

criterios políticos, sin que existan los presupuestos jurídicos para hacerlos obligatorios a todas las 

autoridades involucradas en los núcleos urbanos. Esto es: existen leyes que “implementan” la Nueva 

Agenda Urbana NAU, sin que exista un parámetro real de evaluación respecto de su alineación con la 

citada NAU. No hay estudios serios de alienación estricta entre las legislaciones nacionales y la Nueva 

Agenda Urbana. Se usa la NAU para crear leyes, pero no existe una radiografía legal de la NAU. 

 

De igual modo, realizando una precisa lectura, la NAU resulta complicada de “interpretar” legalmente, 

puesto que consiste en una mezcla de declaraciones, necesidades, expresión de problemas, principios, 

compromisos, acciones, intenciones y multiplicidad de temas. Ante esta problemática, como se ha 

manifestado, las normas nacionales legislan discrecionalmente y al arbitrio. 

 
 

 
Tesis emitida por el Tercer Tribunal Colegiado del vigésimo séptimo circuito México. Amparo en revisión 215/2014. 16 de octubre de 

2014. Unanimidad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. Rubro: “Soft 

Law”. Los criterios y directrices desarrollados por órganos internacionales encargados de la promoción y protección de los derechos 

fundamentales son útiles para que los Estados, en lo individual, guíen la práctica y mejoramiento de sus instituciones encargadas de 

vigilar, promover y garantizar el apego irrestricto a los derechos humanos. 



 
 
 
 
 

 

LA OPORTUNIDAD 

 

Latinoamérica constituye el espacio ideal para el desarrollo de instrumentos legales vinculantes en temas 

urbanos comunes debido a la similitud de sus sistemas sociales y judiciales, la historia y el lenguaje 

compartido, y por el paralelismo en sus dificultades urbanas, rurales y ambientales. 

 

Asimismo, aún cuando la Conferencia Habitat III forma parte de los instrumentos internacionales del Soft 

Law, existe el consenso unánime sobre su implementación política y legal por parte de los países 

miembros de Naciones Unidas. El marco del PAR constituye el momento ideal para la implementación 

legal de los principios acordados en Habitat III desde la perspectiva legal. 

 
 

 

¿SE TRATA DE UN CAMBIO DE REGLAS?  

CREEMOS QUE ES UN CAMBIO DE JUEGO:  

UN NUEVO PARADIGMA DEL DERECHO URBANÍSTICO 

 

El nuevo paradigma jurídico urbano para Latinoamérica se sustenta en la propuesta de suscripción de un 

Acuerdo Urbanístico Vinculante para el Continente. 

 
 
 
 

OBJETIVO PRINCIPAL 
 

 

El fin esencial del Acuerdo Urbanístico Latinoamericano, propuesto por CJUR Internacional consiste en 

“Sentar los Principios comunes del urbanismo jurídico latinoamericano sustentado en los instrumentos 

vinculantes del Derecho Internacional, la Nueva Agenda Urbana y el Plan de Acción Regional para 

América Latina y el Caribe (CEPAL/ONU Habitat), que puedan ser desarrollados regional, nacional y 

localmente por las normas jurídicas e Instituciones administrativas, legislativas y jurisdiccionales”. 

 

En suma: Establecer un nuevo paradigma metodológico para sistematizar ordenadamente el 

Derecho Urbanístico a nivel mundial, comenzando por Latinoamérica. 

 
 
 
 
 
 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

• Crear un Acuerdo Urbanístico Latinoamericano vinculante, que sirva de base para la adecuación de 

las legislaciones y normatividades nacionales y subnacionales de la Región. 

• Contar con principios legales comunes, y parámetros aplicables a los países de la región, generando 

una discusión más allá de cada país del continente, para crear las bases de un nuevo derecho 

urbanístico latinoamericano. 

• Construir elementos vinculantes que respeten los principios de la Nueva Agenda Urbana y el Plan de 

Acción Regional para América Latina y el Caribe (CEPAL/ONU Habitat). 

• Establecer instrumentos latinoamericanos vinculantes que reconozcan, desarrollen y garanticen el 

Derecho a la Ciudad y/o los Derechos Humanos asociados al Desarrollo urbano y asentamientos 

humanos. 

• Articular esfuerzos entre gobiernos nacionales, subnacionales, organismos de la sociedad civil y 

sector privado para formar redes de trabajo por el desarrollo sostenible latinoamericano con base en 

principios legales comunes. 

• Establecer principios comunes en materia urbana que sean receptivos de los tratados internacionales 

de los derechos humanos y sean operacionalizados en herramientas normativas internas. 

• Fortalecer los mecanismos de implementación, monitoreo y control de la normativa urbana, para 

promover la garantía efectiva de los derechos fundamentales en centros de población. 

• Generar un sistema de legislación coherente y unificado, que permita establecer competencias claras, 

y que evite la contradicción de normativa interna. 

• Promover la adopción de programas que incorporen una visión integral y unificada del territorio.  
• Garantizar la precisión conceptual de términos legales y contenido de derechos, para promover un 

efectivo cumplimiento a lo largo de todo el continente. 

• Expedir contenidos, conceptos y principios comunes para ser desarrollados en la normatividad y 

reglamentación nacional y subnacional. 



 
 
 
 
 

 

OBJETIVOS POR EJE DEL ACUERDO 

URBANÍSTICO LATINOAMERICANO 

 

 

EJE 1. URBANISMO JURÍDICO DE DERECHOS HUMANOS.  

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 

 

a) Crear el marco normativo para un urbanismo que garantice y proteja los derechos, sustentado en los 

instrumentos vinculantes del Derecho Internacional y la Nueva Agenda Urbana ONU Habitat. 
 
b) Incorporar el enfoque de derechos en los instrumentos regionales, las Constituciones Nacionales, 

leyes, reglamentos, normas, decretos, planes, programas, proyectos, políticas públicas, actos de gestión 

urbana y resoluciones administrativas y jurisdiccionales. 

 
 
 

 

EJE 2. VISIÓN INTEGRAL DEL URBANISMO JURÍDICO.  

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

a) Implementar un sistema jurídico que considere al territorio con enfoque multidimensional. 
 
b) Aplicar un enfoque normativo estructurado en capas y subcapas del orden jurídico internacional, 

nacional y local. 
 
c) Considerar el objeto de “urbano” con un enfoque sistémico complejo, compuesto por múltiples capas y 

subcapas normativas. 
 
d) Plantear una readecuación institucional que permita implementar los 3 ejes del Acuerdo Urbanístico 

Latinoamericano. 

 
 

 

EJE 3. JUSTICIA SOCIAL URBANA.  

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

a) Implementar Tribunales Especializados e interdisciplinarios en materia urbanística-territorial. 
 
b) Garantizar el acceso sin restricciones a la justicia urbanística 
 
c) Definir mecanismos para justicia pronta y expedita 
 
d) Establecer un sistema legal de responsabilidades de funcionarios y particulares 
 
e) Implementar sistemas probatorios 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

ELEMENTOS CLAVE 
 

 

Fines del Urbanismo 
 

a) La vida digna 
 

b) Felicidad 
 

c) Minimo vital 
 

d) Justicia Social 

 

Mínimo Vital  
Conjunto de Condiciones “n” materiales e inmateriales -atendiendo al espacio y tiempo determinado-que 

requiere el ser humano para el libre desarrollo de sus capacidades y personalidad (felicidad). 

 
Derechos Humanos/ Derecho a la Ciudad  
Conjunto de emociones, cosas o actividades que cada persona necesita para ser feliz. 

 

Derecho Urbanístico  
Complejo normativo que regula los espacios habitables* por el ser humano (Enfoque Gunther Gonzales 

Barrón. UTC México 2015. 

 
*Partir de un concepto de territorio multidimensional: Regulación del suelo, subsuelo, espacio aéreo, 

cósmico y aguas. 

 
Todo es jurídico  
Contenidos del Derecho Urbano con enfoque constructivista, que parta de la realidad: 

 

DU = S + E + P1 + P2 + CT + HA 

 

Donde: 
 

DU = Derecho Urbanístico = regulaciones, es igual a la suma: 
 

S = Sueños 
 

E = Emociones 
 

P1 = Pactos Políticos Fundamentales 
 

P2 = Problemas 
 

CT = Ciencia del Territorio (Visión Interdisciplinar) 
 

HA = Hechos y actos con consecuencias jurídicas 



 
 
 
 
 

 

VENTAJAS QUE GENERARÍA UN ACUERDO  

URBANÍSTICO LATINOAMERICANO 
 

 

Concretará el contenido global de tratados internacionales, de la Nueva Agenda 

Urbana y el Plan de Acción Regional para América Latina y el Caribe (CEPAL/ONU 

Habitat). 

 

La creación o revision de marcos legales en materia urbanística con principios y 

conceptos esenciales communes a Latinoamérica y el Caribe. 

 
Establecer legalmente una nueva visión de lo urbano, integradora de las 

dimensiones urbanística (stricto sentido), ambiental, riesgos, patrimonio cultural, y 

rural. 

 

Creación de estándares latinoamericanos para el reconocimiento, garantía y 

desarrollo normativo de los Derechos colectivos e individuales en la Ciudad 

(económicos, sociales, culturales, civiles, ambientales y políticos). 

 

Regulaciones para prevenir, sancionar y reparar derechos urbanos cuando sean 

violados por actos u omisiones de autoridades o particulares 

 
La creación de nuevas legislaciones que integren vinculadamente las capas:  
urbanística , ambiental, riesgos, patrimonio cultural, y rural. 

 

Permitirá el reconocimiento y regulación de los fenómenos de conurbación y 

metropolización entre dos o más países. 

 
Permitirá y fomentará la creación de mecanismos cualitativos y cuantitativos para 

evaluar la efectividad de las leyes, reglamentos y Programas. 

 
Facilitará el acceso a la Justicia Urbana en Cortes y Tribunales nacionales y 

continentales. 

 
Permitirá el reconocimiento en las normas jurídicas urbanísticas del interés legítimo 

y difuso para acceder a la justicia urbana. 

 
Permitirá la regulación de mecanismos de control de convencionalidad ex officio en 

materia urbana. 

 
Permitirá la formulación de instrumentos vinculantes para los países 

latinoamericanos y del Caribe, a partir de Habitat III y el Derecho Internacional. 

 
 
 
 
 
 

 

PROPUESTA DEL ACUERDO URBANÍSTICO VINCULANTE   

EJES DEL ACUERDO 
 

 

El Acuerdo Urbanístico Latinoamericano que se propone tendrá tres grandes ejes: 

 

Eje 1. Urbanismo jurídico de Derechos Humanos. 
 

Eje 2. Visión integral del urbanismo jurídico. 
 

Eje 3. Justicia social urbana. 
 

 

ESTRUCTURA DEL ACUERDO URBANÍSTICO  

LATINOAMERICANO 
 
 

 

a) Objetivos del acuerdo 
 

b) Carta de Derechos: Listado y contenido 
 

c) 3 Ejes del Urbanismo Jurídico Latinoamericano. 
 

d) Principios mandatorios que regirán el urbanismo latinoamericano 



 
 
 
 

 

DESARROLLO DE LAS PREMISAS 

ESENCIALES POR EJE DEL ACUERDO 

URBANÍSTICO LATINOAMERICANO 

 
 

 

EJE 1. URBANISMO JURÍDICO DE DERECHOS HUMANOS. 
 

PREMISAS ESENCIALES 
 

 

I. Mínimo Vital como fin del urbanismo  
II. Legislación que garantice derechos. 

 

III. Visión omnicomprensiva de derechos, desde los derechos de la Madre 

Naturaleza interconectada con los derechos del ser humano. 

 
IV. Implementar Verbos de derechos en normas y actos:  

a) Reconocer  
b) Respetar  
c) Garantizar  
d) Desarrollar, concretar  
e) Proteger  
f) Promover  
g) Prevenir violaciones  
h) Sancionar violaciones  
i) Reparar  
j) Compensar  
k) Restituir  
l) Evaluar cumplimiento y efectividad 

 

V. Legislación, Planeación y Gestión Urbana con enfoque de Derechos 

 

VI. Desarrollo del Derecho Fundamental a Decidir el urbanismo (Polis-Política) 

 
VII. Principios instrumentales de interpretación legal, evaluación, conflicto y 

antinomia jurídica:  
a) Ponderación Jurídica  
b) No regresión y progresividad  
c) Núcleo esencial de derechos  
d) Razonabilidad y proporcionalidad  
e) Igualdad y no discriminación  
e) Principio pro homine / mayor protección posible 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

f) Máxima aplicación de recursos disponibles  
g) Efectividad y cumplimiento normativo  
h) Interpretación conforme  
i) Democracia sustancial en la creación de la Ley  

 

VIII. Interés colectivo sobre el individual  
a) Reconocimiento de la Propiedad con Función Social  
b) Modalidades a la propiedad  
c) Seguridad jurídica a la propiedad  
d) Incorporación de la tenencia (informalidad) como parte de la 

regulación jurídica del urbanismo 

 
IX. Indicadores de Cumplimiento de la Legislación Urbana 

 

a) Desarrollar mecanismos cuantitativo-cualitativos de evaluación de la 

legislación urbanística, planes, programas y reglamentaciones, 

especialmente respecto de los derechos humanos. 

b) Creación de sistemas latinoamericanos y nacionales de indicadores 

y reportes que documenten la efectividad de la legislación urbanística 

respecto de los derechos humanos. 

c) Generación de indicadores de medición de derechos y efectividad 

en la legislación, planes y regulaciones jurídicas. 



 
 
 
 
 

 

 
 
 
EJE 2. DERECHO URBANÍSTICO COMO SISTEMA JURÍDICO COMPLEJO. 
 

PREMISAS ESENCIALES 

 

Fórmula de sistematización jurídica, para ubicar y determinar el tipo de norma urbanística. 

 

a) Descripción de la fórmula: NJ&=PM+R  
Donde:  

NJ = NORMA JURÍDICA  
& = Plenitud Hermética del Orden Jurídico. Todo es juridico.  
Aplica a cualquier ordenamiento en su conjunto del hard law / soft law  
PM = Principios Mandato  
R = Reglas 

 

PM debe ser desarrollado a través de R, para evitar cuerpos normativos que sean demagógicos o 

que contengan principios o expresión de objeto regulatorio sin que sean desarrolladas. 

 
b) Desarrollo de PM  

1. Enunciados, Declaraciones, Pronunciamientos: sueños, emociones, problemas.  
2. Objetivos.  
3. Criterios, Principios stricto sensu, Fundamentos.  

• Derechos Fundamentales  
• Justicia  
• Propiedad Función Social  
• Imposiciñon de modalidades a la propiedad  
• Preeminencia del Interés Público sobre el Privado  
• Integralidad - Intersectorialidad  
• Multifuncionalidad del Territorio  
• otros...  

4. Decisiones.  
5. Pactos.  
6. Compromisos 

 

c) Desarrollo de R: R = RD + RC + RT + RS + RA + RJ  
Donde:  

RD= Reglas descriptivas, reglas conceptuales  
RC = Reglas de comportamiento, actividad urbanística u omisión  
RT = Reglas jurídicas de contenido técnico, incluyente Programa de Desarrollo 

Urbano PDU  
RS = Reglas sancionadoras  
RA = Reglas acto, actos de administración urbana, políticas públicas + incentivos + 

licencias + permisos + autorizaciones + concesiones, resoluciones administrativas RJ 

= Reglas de jurisprudencia, resoluciones jurisdiccionales. 

 
 
 
 
 
 

 

d) Despeje de Antinomias   
P/P= Principio vs principio ; R/P= Principio vs regla ; R/R= Regla vs regla 

Donde P= Principio R= Regla 

 
Metodología interpretativa para resolver (despeje de fórmula) 

 

II. Múltiples capas normativas y diversos órdenes regulatorios: Riesgos y 

Vulnerabilidad, Ambiental, Cambio Climático, Cultural, Turístico, de Inversión y 

comercio, Economía, Propiedad y posesión, Rural-Agrario, Urbanística, Catastral, 

Registral 

 

III. Integralidad del Territorio multidimensional: Regulación del suelo, subsuelo, 

espacio aéreo, cósmico y aguas. 

 
IV. Órdenes del Sistema Jurídico Urbanístico / Sistema Complejo  

• Orden Jurídico Internacional  
• Orden Jurídico Nacional  
• Orden Jurídico Parcial Subnacional / estatal / regional / metropolitano  
• Orden Jurídico Parcial Local / Municipal  
• Orden Jurídico Privado / Social 

 

V. Concepto integral de ambiente: natural, urbano, socio-cultural, económico. 

 

VI. Visión holística de lo “urbano”, que incluya lo ambiental, rural, riesgos, propiedad, 

económico, cultural, urbanístico, social y registro territorial 

 
VII. Visión Interdisciplinar e intersectorial 

 

VIII. Planeación y diseño urbano integral. Ordenamiento del Territorio en capas 

 

IX. Licencias integrales o únicas 

 

X. Procesos unificados de gestión urbana y supervisión 

 

XI. Enfoque argumentativo y constructivista  
• Importancia del lenguaje y conceptos correctos  
• Regulaciones de principios desarrollables, más que de infinidad de normas  
• Discrecionalidad reglada frente a arbitrariedad 

 

XII. Adecuar a los 3 ejes las estructuras, funcionamiento y operación en las entidades 

estatales (administrativas, legislativas y judiciales), políticas y prácticas públicas, así 

como su normatividad. 

 

 

XIII. Enfoque aplicado tanto a codificación normativa como alineación articulada de 

varios cuerpos urbanos dispersos 



 
 
 
 
 

 

EJE 3. JUSTICIA URBANA  

PREMISAS ESENCIALES 
 
 
 

a) Exigibilidad. Hacer operativos los derechos ante los tribunales. Contar con herramientas para 

demandar o denunciar actos u omisiones urbanísticos que lesionen derechos. 

 
b) Acceso efectivo a la justicia, sin restricciones económicas o discriminatorias: Dar contenido a 

los derechos, hacerlos exigibles y promover consciencia para el empoderamiento ciudadano. 

 
c) Permitir el acceso a la Justicia Urbana en Cortes y Tribunales nacionales e internacionales. 

 

d) Acceso judicial sin restricciones administrativas, para protección inmediata y eficaz.  
Reconocer en las normas jurídicas el interés legítimo y difuso para acceder a la justicia urbana 

local y nacional. 

 
e) Control de convencionalidad ex officio para normas regresivas o contrarias a los derechos. 

 

f) Protección cautelar urgente para prevenir violaciones, daños o interrumpirlos. 

 

g) En procesos colectivos de interés público eliminar cauciones para garantizar daños. 

 

h) Ruptura del principio de estricto derecho, permitiendo la suplencia de la queja en materia 

urbana. 

 
i) Carga probatoria dinámica. Buscar formas que permitan probar en forma amplia. 

 

j) Justicia urbana pronta y expedita con procedimientos especializados en urbanismo. 

 

k) Principio in dubio pro justicia social urbana: en caso de duda resolver a favor de quien está 

sufriendo un daño urbanístico ambiental. 

 
l) Reconocimiento del Interés legítimo y difuso; individual y colectivo. 

 

m) Defensores Públicos Urbanos o Procuradurías Especializadas Interdisciplinares Gratuitas. 

 

n) Peritos especializados gratuitos. 

 

o) Tribunales Urbanísticos Especializados Interdisciplinarios. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

p) Permitir la participación comunitaria en el acceso a los expedientes administrativos y las 

audiencias públicas. 

 
q) Publicidad y transparencia de la información, incluidos medios tecnológicos. 

 

r) En procesos colectivos o de impacto permtirse la presentación de Amicus Curiae, 

organizaciones especializadas que coadyuvan a los tribunales antes de dictarse sentencia. 

 
s) Constitucionalización del Derecho Urbanístico:   
Interpretar urbanísticamente las normas existentes en la Constitución a la luz de los principios y 

valores del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  
Crear la doctrina conceptual del Derecho Urbanístico interpretando la norma constitucional vigente 

y los instrumentos provenientes del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

Jurisprudencia especializada en materia urbanística. 

 

t) Constitucionalización del Derecho Internacional  
Incorporar en el texto constitucional criterios, resoluciones, jurisprudencias e instrumentos 

provenientes del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

 
u) Internacionalización del Derecho Constitucional (Control de convencionalidad) 
 
 
 
 
 

 

X. SISTEMA DE RESPONSABILIDADES URBANÍSTICAS 
 

 

a) Normatividad urbanística de Responsabilidades de Funcionarios y particulares con función 

de interés público 

 
b) Configuración de un Derecho Penal Urbanístico 

 

c) Establecer procedimientos expeditos para denunciar violaciones a la legislación, los 

instrumentos de planeación y gestión 



 
 
 
 
 

 

LÍNEAS DE TRABAJO PARA LA IMPLEMENTACIÓN 

LEGAL DE LA NUEVA AGENDA URBANA Y 
 

UN ACUERDO URBANÍSTICO VINCULANTE 

LATINOAMERICANO. 

 
 

 

Derivado de los trabajos realizados en los diferentes eventos convocados por CJUR 

Internacional, en el Urban Thinkers Campus Medellín 2018, convocado 

conjuntamente por CJUR Internacional, con la Gobernación de Antioquia y la 

Alcaldía de Medellín, Colombia, se definieron tres líneas de acción con lass cuales 

trabajaremos para promover y propugnar la suscripción del Acuerdo Urbanístico 

Latinoamericano Vinculante, que se describen a continuación: 

 

Objetivo  del Acuerdo:  Sentar  los  Principios  comunes  del  
urbanismo latinoamericano sustentado en la NAU y los  
instrumentos del Derecho Internacional. 

 

 

EL ACUERDO URBANÍSTICO LATINOAMERICANO 

CENTRADO EN TRES GRANDES EJES: 
 

1. URBANISMO JURÍDICO DE DERECHOS HUMANOS 

 

• Sustentado en los instrumentos internacionales.  
• Incorporado en las constituciones, leyes, reglamentos, normas, decretos, planes 

programas, proyectos, políticas públicas y actos de gestión urbana. 

• Urbanismo que garantice Derechos. 

 

2. VISIÓN INTEGRAL DEL URBANISMO JURÍDICO 
 

a. Concepto holístico de lo urbano (gestión de riesgos y 

vulnerabilidad, ambiental, cultural, rural, social, artístico, entre otros). 

 
b. Sistema jurídico complejo.  
c. Visión local e internacional.  
d. Interdisciplinariedad.  
e. Intersectorialidad. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

3. JUSTICIA SOCIAL  
 

 

¿CÓMO? · LÍNEAS DE TRABAJO. 
1. EDUCACIÓN, FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN 
 
 
 

¿Qué?  
· Objetivo: Generar conocimiento de la Nueva Agenda Urbana NAU, la 

propuesta de Acuerdo Urbanístico Vinculante; de la legislación urbanística 

así como los Derechos Humanos, para su ejercicio y empoderamiento social. 

 

 

¿Quién?  
· Alcance: Dirigido al sector público, privado y social.  
· Sector Público: Desde agencias de ONU, Cancillerías de gobiernos 

nacionales, legisladores, jueces, magistrados, instancias nacionales, 

autoridades político-administrativas (metropolitanas locales, municipales 

departamentales).  
· Sector Privado: empresarios de bienes y servicios.  
· Sector Social: instituciones educativas, universidades, juntas de Acción 

comunal, barrios, residentes, asociaciones cívicas, ONG´s, colectivos, 

grupos y comunidades étnicas. 

 

¿Cuándo?  
Proyecto permanente. 

 

¿Cómo?  
I. Celebración y participación en foros, congresos, seminarios, Conferencias 

Internacionales, Reuniones de alto nivel etc.  
II. Incorporación académica de cátedras, seminarios, capacitaciones, 

materiales de estudio, sensibilizaciones. 

III. Alianzas, asociaciones y convenios entre actores públicos, privados y 

sociales. 



 
 
 
 
 

 

2. REVISIÓN NORMATIVA BAJO LOS TRES EJES 
 

 

¿Qué?  
· Objetivo: Detectar la alineación o incongruencias entre las normas, planes, reglamentos, etc, 

respecto de los tres ejes: Derechos Humanos, la visión integral, y la justicia social; con el fin de 

formular propuestas legales para optimizar, mejorar e implementar correctamente las metas y 

acciones de gobierno. 

 

¿Quién? 

 

· Alcance: Autoridades internacionales, regionales, nacionales, locales; con participación directa 

del sector privado y social. 

 
¿Cómo?  

· Haciendo diagnósticos jurídicos de los problemas, sueños, emociones, vivencias y 

realidades, que pretenden ser abordados por las normas. 

· Haciendo análisis jurídico interdisciplinario e intersectorial de legislaciones, normas, 

proyectos, actos y caso concretos. 

· Interpretando el resultado bajo el enfoque jurídico de Derechos Humanos.  
· Integración de propuestas concretas de abrogación, derogación o reformas; creación de un 

nuevo cuerpo si es el caso. 

· Mecanismos de implementación, efectividad, exigibilidad y seguimiento. 
 
 

 

3. REFORMA INSTITUCIONAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS 
 
 

 

Proponer adecuaciones, cambios en la estructura, funcionamiento y operación en las entidades estatales 

(administrativas, legislativas y judiciales), políticas y prácticas públicas, así como la normatividad y 

jurisprudencia. 
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“Mientras le permitamos a nuestra luz brillar,  

nosotros inconscientemente,  

damos permiso a otros de hacer lo mismo.” 

 

Nelson Mandela 



 


